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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

17448 Pleno. Declaración de 1 de julio de 1992. Requerimiento
1.236//992 del Gobierno de la Nación en telación con
la existencia o inexistencia de· contradicción entre el
arto J 3.2 de la CE y el art.· 8 R apartado J. del Tratado
Co.nstiturivo de /a Comunidad E(onómica Europea, en la
redacción que resuharia del aft. .G .B. JO. del Tratado
·de /a Un¡(m Europea.

El Pleno del Tnounal Constitucional. compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente. don Fer­
nando García-Mon y González·RegueraJ. don'Cartos'de la Vega Bena­
yas. don Eugenio Díaz Eimil, don Miguel. Rodriguez~Piñero y Bra­
vo-Ferrer. don Jesús Leguina Vtlla. don LuisiApez Guerra. don JoSé
Luis de .los Moros y de los MozoS. don· Alvaro· RqdrigueZBereijo.

.don Vicente Gímeno Sendra y don José Gabaldón. López. Magistrados.,
ha pronunciado

EN NOMBRE PEL REY

la siguiente

PECLARACION

En el requerimiento (asunto 1.236/1992) fOrmulado por el Abogado
del Estado, en nombre y representación del Gobierno de la Nación.
acerca de la existencia o inexistencia de contradicción entte el arto 13.2
de la ConstituCión Española y el arto 8 B. apartado 1, del Tratado
Constitutivo de la Comunidad Económica 1:úropea (en adelante
T.C.C.RE.), en la redacción que resultaría delart. G B, 10. del Tratado
de. la -Unión Europea. Ha sido Ponente el Magistrado don Vicente
Gimeno Sendra. quien expresa el pareCer del Tribunal.

l. Antecedentes

l. Por escrito registrado en este Tribunal el 13 de mayo de 1992.
el Abogado del Estado, en la representación que legalmente ostenta
y en virtud del Acuerdo adoptado por el Gobierno de la Nación en
la reunión del Consejo de Ministros. celebrada, el 24 de abril de 1992.
al amparo de lo dispuesto en el art. 95,2 de la Constitución y en
el arto 78.1 LOTC, requiere a este Tribunat para que se. pronllilcie
sobre la existencia o inexistencia de contradiCCión entre el arto 13.2
de la Constitución y el arto 8 B, apartado 1, del TraUUio Constitutivo
de la Comunidad Económica Europea (en adelante. T.C,C.E,E.), en
la redacción que resultaría del arto G B.IO del Tratado de la Unión
Europea (en 10 que sigue. T.U.E.). hecho en Maastricht el 7 de febrero
de 1992. emitiendo una declaración sobre lOs extremos recogidos en
el mencionado Acuerdo.

En el Acuerdo del Consejo de Ministros del día 24 de abril de 1992
se resuelve. en efecto. iniciar el procedimiento de consUlta previsto
en el arto 95.2 de la Constitución al objeto de que este Tribunal se
pronuncie sobre la eventual contradicción entre la Constitución y
el art8 B, apartado 1, del T.C.C.E.E.-. en la: redacción dada por el
art G B, apartado 10. del T.U.E., cuyo texto es el siguiente:

«l. Todo ciudadano de la Unión que resida en Un Est.'ldo miembro
del que no sea nacional tendrá derecho a ser elector y elegible en
las elecciones municipales del Estado miembro en el que resida. en
las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado_ Este derecho
se ejercerá sin peduicio de las modalidades que el Consejo deberá
adoptar antes del 3 l de diciembre de 1994, por unanimidad. a propuesta
de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo; dichas moda·
lidades podrán establecer excepciones cuando a'sí lo justifiquen pro­
blemas específicos de un Estado miembro,»

2. Con el Cm de delimitar con precisión los ténninos en los que
se plantea·el presente requerimiento. procede el Gobierno. con caracter
previo. a eXponer los antecedentes del mismo. señalando, a estos efectos.
que el TU.E.. lejos de detenerse en la creación de un marco organico
y procedimental que posibilite el establecimiento de unas relaciones
exteriores cOmunes y una seguridad y defensa europeas. reforzando.
además. elproceso de integración económica y social lleva el proceso
de integración política a la base misma de una auténtica Comunidad
Eurb~ ln,stituyendo una ~ciudadania de la Unióllll corno status eivi­
mtis, diferenciado de las ciudadanias de los Estados miembros, incipiente
pero no Yuxtapuesto. sino supraordinado a éstas. En el núcleo de esa
«ciudadanía europea» se sitúa el reconocimiento del derecho de sufragio
activo y pasivo a los residentes comunitarios en los mismos terminas
que a los nacionales del Estado miembro en las elecciones municipales
(art. 8 B. apartado L T.c.e.E.E., introducido por el arto G B.
10. T.U.K) y en las elecciones al Parlamento Europeo (art. 8 B, apar­
tado 2, T,C.C.E,E.).

Consciente de la profunda significación del T.U.E. y de la necesidad
de conducir el esfuerzo unificador europeo de acuerdo con la Cons­
titución. el Gobierno ya ·re~abó. durante la fase de negociación del
Tratado. el dictamen del Consejo de Estado. cuya Comisión pennanente
concluyó. el 20 de julio de 1991. lo siguiente: a) que. en la medida
en qJ.te' reconociera a los ciudadanos de la Unión residentes en España
el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones al Parlamento
Europeo. el Tratado tendrta el carácter político a que se refiere el
arto 94.1 a) de la Constitución; b) que el mismo carácter tendría la
es.tipulación del Tratado que reconodera a aquellos ciudadanos resi­
dentes el derecho de sufragio activo en las elecciones europeas. y.
c) que. sicl Tratado reconociera a los ciudadanos de la Unión residentes
en España el derecho de sufragio pasivo en las elecciones municipales.
su celebrac:ión podría autorizarse mediante Ley Orgánica al amparo
del art, 93 de la Constitución. Opinión reiterada en un segundo dictamen
del Consejo. de fecha 9 de abril de 1992. ,

Amparándose en esta idea. los plenipotenciarios del Estado ftrnlaron
el T.U.E. elpasado 7 de febrero en la ciudad de Maastríchí. Sin embargo.
antes de prestar defmitivamente el consentimíento del Estado. el Gobier­
no ha estimado aconsejable formular el presente requerimiento acerca
de la constitucionalidad del T.U.E. y de las medidas internas de desarro­
llo. ciñéndolo. por lo que respecta al dictamen del Consejo de Estado.
a las eventuales dudas de constitucionalidad que pudiera· suscitar el
procedimiento de l)utorización de la celebración del Tratado por la
vía del art. 93 de la Constitución y ampliándolo. siempre en relación
at reconocimiento del derecho de sufragio activo y pasivo a los ciu~

dadanos comunitarios residentes en España en las elecciones muni­
cipales, a la alternativa de la reforma de la legislación electoral. asi
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como a la procedencia. en su caso, de la reforma constitucional por
el procedimiento del art. 167 de la Constitución.

Procede a continuación el Gobierno a exponer la concurrencia de
los requisitos necesarios para la formulación del peese.QJe reque:riniiento.
destacando. a estos efectos. que la naturaleza coml;',leja, de suobjcrto
implica que, por razones de coherencia del Procedin:lie:,tllpY de seguridad
jurídica y por la propia índole de la norma Ilcue~onada*.y,la del
conflicto nonnativo planteado. la consulta nopuede~t~:aplantear
estrictamente la pregunta en términos tan generales· -ql;lc subSistieran
para el futuro otros interrogantes respecto de la cons,iÚlcionafiOad de
las disposiciones de desarrollo del Tratado, A juicio· ·del Gobierno,
la posibilidad de que el requerimiento se extienda. nosólQ ca las dudas
4e constitucionalidad sir/do sensu. sino tambien a las alternativáS para
solventar la hipotética contradicción constituejonalpl)! vi~legislativas

(y, consiguientemente, extender la confrontaei6ncon:etpan'tmetrO: cons­
titucional desde el Tratado en sí a las vias legishitivó!$eYetttualmente
consideradas) tiene, además. cobijo en la,confjguracipo COnstitucional
y legal del requerimiento. Por una parte. no se tratade un procedimiento
contencioso. sino de la solicitud de un dictamen. en la que el reqJ,J.irente
fija los términos de la cuestión con mayor ~bertadt:l!,le en un litigio;
además. el propio 8ft. 78 LOfC aboga en la linea (fe 10 sustentado.
al de<!Ucirse claramente de su tenor Que lo que se expone ante el
Tribunal,es una materia compleja -más- amplia que la de \ln proceso
contencioso- en la Que pueden integrarse opiniones de quienSQlicita
el pronunciamiento.

3. Una vez expuestos los'antecedentes y la posición del Gobierno
acerca de la procedencia de la consulta.y de los tétIIlinosen los Que
ésta· se formula. se pasa a continuación a la exposiCión de las dudas
de constitucionalidad que se le planteaoal Gobiemo311tes de prestar
el consentimiento defInitivo del' Estado al T.U.E. y del marco en el
que taJes dudas se presentan:

a) La primera de las dudas se refiere a la posibilidad de salvar
la eventual contradicción entre el T.U.E. y la Constitución por la vía
que ofrece el art. 93 de esta ÚJtima,. entendiendo que aquél es un
Tratado en el que se atribuye a una institución intemaciQnalel ejercicio
de competencias derivadas de la Constitucióil;

A juicio'del Gobierno. éste es el procedimi~to eme· mejor se'ajusta
al tratamiento de la cuestión ahora planteada que no esotra. en realidad,
que la de la compatibilidad entie dos Preceptos ,queperten~na dos
ordenamientos ~I estatal y el comunitariq.-.-Qjstintosei~~peQdientes
(as1, Sentencia del Tribunal de Justicia del~s COIl;lu,ói(:lá~E\lr:opeas

Costa/Enel. y STC 28/1991). aunque intiIruunente·.rél~cí~oséntre
sí. Además. este planteamiento permitiría enfocar la cu~<m debatida
en los términos más adecuados. esto es. en torno al intettogantede

.si el presente caso es uno de los supuestos en los Q\1e,por·no estar
en juego el núcleo de la Constitución, la Constitución misma soslaya
su cotejo material con disposiciones llamadas a integrarse en .su
ordenamiento.

El 8ft. 93 de la Constitución. como precepto de eDjart:e entre el
ordenamiento constitucional interno y elcomunitatió, seMria. pues,
para despejar los problemas suscitados por el futuro arto 8 D, l. del
T.e.c.E.E. Por su carácter constitutivo. el T.U;E. pre$enta la doble
naturaleza de los demás Tratados fundacionales cQml.l11itarj~ ser, al
tiempo. nonna mediante la que los Estados atribuyen competencias
y norma que repesenta un primer ejercicio de esas CQm~tencias por
parte de la Comunidad. El futuro art. 8 B. l. del T.C.{:.E.E. es, para
el Gobierno, prueba manifiesta de norma de ejercicio de competencia
atribuida, pues establece las bases del ejercicio del derecho de $lÚtagio
activo y pasivo en las elecciones municipales; asise tiespren(ie -ele la
naturaleza misma del precepto (norma imperativa), do su ubicación
en el ordenamiento comunitario (se incorporará al T.CC.RE.), de
las previsiones de desarrollo que en él se incluyen (en favor del Consejo.
a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento), y del
sometimiento' de Ja materia a la competencia del Tribonal de Justicia
de Jas Comunidades Europeas (art. L del T.U:E).

Como compJemento de esta idea. se afmna que el T.U.E. podria
haberse limitado a decir que el Consejo habria de regular ~. p8rticipación
de los ciudadanos comunitarios en los comicios municipales. La norma,
en este caso, hubiera supuesto una simple asunción de; competencias
en favor de la Comunidad que no habria entrado en co}jsión con
.la Constitución. como tampoco habria pugnado con esta el recono­
cimiento del derecho de sufragio pasivo en una norma de derecho
derivado, que es exactamente lo que supone el futuro art 8 B, 1, del
T.e.c.E.E., con la única diferencia de que ese reconocimiento se verifica
en un Tratado.

Señala el Gobierno que las dudas acerca del procedinúento del
art. 93 de la Constitución se plantean en realidad en tomo a los limites
materiales internos a la atribución de competencias. Se sostiene. a
este respecto. que aunque quepa hablar de la existencia de limites
impücitos. la defmición de su alcance resultaria extraordinariamente
complicada,. máxime cuando, si acaso. habrtadesituarseen los,principios
básicos del Estado social y democrático de Derecho~ en tos valores
superiores del ordenamiento y en los derechos fundamentales; en todo
caso. la reserva que a cOn/rario realiza el arto 13.2 de la Constitución

3

no puede considerarse parte integrante de ese núcleo material no sus·
ceptible de atribución, ya que ninguno de los valores y principios defi­
nidos en lo~ arts. 1.1 Y 10.1 de la Constitución incluye la reserva
del derecho de sufragio pasivo municipal a los nacionales. Sólo el
principio de soberanía nacional podria tener alguna conexión con esa
resel"Va> comO ha eiltendido el Tribunal Constitucional Federal alemán,
si bien dejando a salvo. precisamente, el planteamiento del asunto
desde el plinto de vista comunitario. .

En definitiva. y como concJusión, para el Gobierno no existe con­
tradicción alguna entre el art. 13,2 de la Constitución y el futuro

. arto 8 B, l. deJ-T.C.C.E.E.. preceptos dietados en ambitos compe­
tenciales distintos y en el seno de ordenamientOS diferent~s, aunque
coordinados; .éste tendrá como fundamento de su eficacia interna el
ntismo que todo elDerecho comunitario (el 3rt. 93 de la Constitución).
como, por lo demás. se desprenderla de las intervenciones habidas
en el curso de la discusión en la Comisión de Asuntos Internacionales
y Libertades .PúbJ,ícas del Congreso de los Diputados con ocasión de
la elaboración del actual art. 13.2 de la Constitución. La relación entre
ambos preceptos seria. pues. laque deriva de ·Ia existencia de esos
dos otd~entos.sinque ninguno suponga la derogación del otro,
al igUal que sucede en la relación entre una nonna general y otra
especial. La. autorización para la firma del T.UE. sólo exigirla la forma

.de Ley Orgánica
b) JuntO a la posibilidad de recurrir a la VÍa del arto 93 de la

Constitución. el Gobierno considera también la constitucionalidad de
la celebración del T.U.E. desde una perspectiva distinta,. resultante deJ
juego combinado de los arts. 13.2 y 11 de la Constitución. Se sostiene.
en esta linea, que el futuro art. 8 B. apartado 1. T.e.c.E.E. sólo seria
contrario a la Constitución -<oncretamente, a su arto 13.2- si el art. 11
CE. circunscribieqí: la nacionalidad mediante criterios materiales o cual·
quíer Qtra determinación no. integrable con el propósito del Tratado
y no encomendara al legislador la configuración nonnativa de esa cate-
goria juridica. . '

La voeáción del T.U,E. no eS otra que la de, sobre la base de
una «ciudadanía de la Unión», equiparar ante las elecciones municipales
a los nacionales y a los residentes de la Unión. Ello quiere decir que,
en esas eleq:iones, residente de la Unión es iguaLa nacional del pais.
Para esos titulares. Ja ciudadania de la Unión implica la desaparición
del status de extranjero y la mcorporación de un status·civitatis exac­
tamenteigual al del nacional. Si esto qUÍere decir Que los residentes
de la Unión han de ser tratados. a esos efectos electorales, como si
fueran naciol)ales.entonces la técnica normativa de las ficciónes puede
ser el vehíctiloíllás ad~uad.O para llevar a cabo ese cometido. En
este PlUlto reaI.iza eJ GobiernO una serie de consideraciones "SObre Jas
denominadas ftcciones legales, que cumplen la fundóntécnica de con­
seguir la aplicacióode una norma en vigor a un supuesto nuevo mediante
el expediente técnico de atribuir a éste las propiedades que demanda
eJsupuesto de hecho contemplado en la nonna existente; asi se vincula
una disposición a una realida.d distinta de la en eOa prevista y se
consigue que la norma discipline la nueva realidad Fingir que A es
D, es sólo un modo particular de expresar la idea de que. jurídicamente.
A. debe ser tratado como destinatario de las mismas reglas aplicables
a D. siendo ésto cabalmente Jo que exigen las cláusulas del T.U.R
respecto de los residentes no nacionales. La doctrina más autorizada
ha podido afIrmar, continúa el Gobierno. que este tipo de ficciones
son un instrUmento técnico imprescindible para el progreso del Derecho
Y. en efecto. la historia del constitucionalismo 'ofrece buenos ejemplos
de su utilización. como ha sido el caso con la fICción interpretativa
de considerar «hombres_ a las mujeres para lograr la incorporación
constitucional.de la 00 discriminación por razón de sexo. La aparición,
hoy. de un ciudadano, europeo. al que se confieren derechos privativos
de los nacionales, puede resolverse con la misma técnica jurídica; bastará
que el legislador promulgue una. norma legal en la que. a los efectos
del sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales y europeas.
los ciudadanos de la Unión sean tenidos por· españoles para que los
derechos del. Tratado les sean de aplicación. sin acudir a la reforma
constitucional.

La inexistencia de una «españolidad constitucionah (sic) habilita
al legislador para articuJar la nacionalidad en losténninos que ~onsidere

oportunos, tal y como por lo demás. expresamente, reconoce el citado
art. 11 C.E. Si a ello se une el hecho de que. del examen de la regulación
legislativa de la materia, resulta que la nacionalidad no es un stahtS
bajo el· que subyacen denominadores materiales comunes, ni del que
se derive un conjunto unitario y defmido de derechos y deberes
(v. gr.• la inmunidad especifica prevista en el arto 11.2 CE. para ciertos
nacionales). sólo puede concluirse que son españoles ,aquéllos que eJ
legislador determine que lo son y a los efectos juridicos que el legislador
igualmente deÜTIúte. Así las cosas y dado que el T,U.E. no exige en
puridad una reforma de Ja Constitución, sino un mero desarrollo del
ámbito de aplicación personal de uno de sus preceptos para que los
ciudadanos de la Unión residentes en España sean tratados como nacio­
nales. es evidente que si el legislador -haciendo pso de una facultad
no. sólo no prohibida por la Constitución, sino exigida por elart. 11
C.E. en virtud de su indefmición rnaterial- decide que aquellos ciu­
dadanos residentes serán tenidos por nacionales. se habtil cumplido
estrictamente la cláusula del futuro arto 8 B, apartado 1, T.e.CE.E.



Viernes 24 julio 19924

Para el Gobierno. esta segunda. solución. además de evitar la reforma
constitucional. impedirla dar al arto 13.2 e.E.una redacción que per­

. mitiera ejercer el derecho de sufragio pasivo enelecciQnes muniéi¡jales
a nacionales de Estados no comunitarios Y'. aderrUis. DO obligaría a
reformar en cascada importantes sectores del ordcrtamiento(extranjerla,
régimen local; régimen electoral. etc.), produciendÓ' elbeneficioso efecto
de destacar el protagonismo español en la propuesta de creación de
una ciudadania europea.

e) Por último y aceptando -a titulo de hipótesis- que las soluciones
antecedentes no fueran viable~ se pregunta el Gobierno cuál habría
de ser el procedimiento de reforma constitucional quehabriade~.
Tras realizar una serie de consideraciones ac~rca del mstituto de la
refonna de la Constitución y de los sUPucslps,cont,einpIados en el
arto 168 e.E. -precepto de aplicación necesati,~nt~r~strietiva:(como

por lo demás resulta de la jurisprudencia .CQ:l1stitllci.?Ilal .relativa a I~s
garantías contenidas en los arts. 53 Y 111 de Ja:Constitución; SSTC
51l981, 76/l983 Y 11111983). dada la utilizaci.ó. de un criterio mera­
mente locativo en la detenninación de los preceptos .sometidosa este
procedimiento agravado de revisión-, procede el Gqbierno a exponer
his raZones por las que, a su juicio, el pr¡;>cedilIllentqderefonna sólo
puede ser el contemplado en el art, 167 CE. ,La:razpn en la que
fundMnenta este entendimiento es 'la de que,. $ibien el aIt. 23 C.E.
pudiera verse afectado por el fututQ art.S B;a¡:ijuta.dp 1, T.C.C.RE.•
dicha afectación seria del todo ÜllSOria. ya 'qUe.eI'pJ:"Opio CQIlStituyente
ha distinguido entre el derecho. de participaeiónJ?Olitica (art 23) -que
es un derecho de confIguraci6n legal~ y el clI:c:llló de los habilitados
para su ejercicio (art. 23 Y 3rt. J 3.2),siendo.as,i;q~el nue~ precepto
comunitario sólo afectaría al precepto constittI9j)I1alf,[U~amplia a los
extranjeros el d~recho de sufragio actiVo en las:~I~citinesmtmicipaJes
(art. 13.2); afectación que. por lo demás dej~ria',en'tQc:lOcaso a salvo
el contenido esencial del derecho establecidO 'et}':el arto 23' C.E., dado
que. ni el comunto de facultades qU~ integran:.~ derecho' subjetivo,
ni los interses juridicamente protegidos como ,rné4uJa del derecho de
participación polltica (STC 11/1981) se ven m~i:'I,()'~badQs-pOt laexten~
sión a los cilldadanos comunitarios del derecho de suft<lgio pasivo
en las elecciones municipales. Locontraño sól(>:podri';l 'SOSte,~etse' -desde
consideraciones meramente retórie3$. ya ,que; 1IllpqueetTribunal Cons-

• titucional ha declarado que el derecho. del ai't•. 23 c.~. «es un reflejo
del Estado democrático en el que la SOberaní~·. reside'. en 'el pueblo
del que emanan todos los poderes» {STC. 23IJ.?84), ello .no puede
conducir a una desvirtuación del contenido det4erecb.0: deplltticipación
política. Este derecho deriva de los. ideales democnUicos y refleja en
la organización polltica el principio de so~,j,é1j)op\llar,pero su con­
f¡gúración como derecho subjetivo ha de an:&J)éar de Jadignidad de
la persona como fUndamento del .orden politico,y lá qpnsi$Uiente valo­
ración de la participación como un.«un valor ~sl nUsmQ,. En suma,
el carácter reflejo del derecho de participa~ícm:.. respectó,. al principio
de soberalúa popular no puede permitir alteJ:3.1' su eo,n.tenido de modo
que éste quede configurado como una faCUltad- de disposición sobre
una parte alicuota de la soberania qUe el ciudádanoostenta en cuanto
integrante del pueblo.

4. Por lo expuesto. se requiere a este Tribunal para que emita
una declaración vinculante sobre los siguientes extremó~

a) La constitucionalidad del recurso a la vía establecida en el
art; 93 de la Constitución y su adecuación y sl;lficiencia.. en el orden
constitucional. a los efectos de la· prestación del consentimiento del
Estado al Tratado de Unión Europea fIrmado- en Maastricht el 7 de
febrero de 1992 y su integración en. el ordenamiento Jurjdicó español.

b) En su caso. la existencia o no de cotl,tradicción entre el arto
8B, apartado 1, r.C.C.E.E.• según resultadelart- GT R, 10, T.U.E.
y el art. 13.2 de la Constitución, así como lalegitimidad-de.Ia inter·
pretación del art. 11 de la Constitución señalad.a en el escrito de reque­
rimiento y, pOr consiguiente. sin prejuzgar su eventual contenido, de
las reformas legislativas que en tal sentido se hubiera de emprender.

c) En su caso. la idoneidad de la vía del art. 167 de la Constitución
para procedertlla reforma de la Cónstitueiónque para tal caso requiere
el arto 95 e.E. .

5. Por providencia de 14 de mayo de 1992. el Pleno del Tribunal
constitucional acordó tener por recibido'el día anreriorelrequerimiento
formulado por el Gobierno de la Nación alatl1Paro de los arts. 95.2
C.E. y 78.1 LOTC y emplazar, conforme a lo dispuesto en el aft. 78.2
LOTe. al solicitante. al Congreso de los Diputados y al Senado, par
conducto de sus Presidentes, a fm de que. dentro del tenrtino máximo
ck: un mes, expresen su opinión fundada sobre la -cuestión.

6. Mediante escrito registrado el 27 de mayode 1992. el Presidente
del Senado diO traslado a este Tribunal del Acuerdo adoptado por
la Mesa de la Cámara el 20 de mayo de 1992. en el que. dando
por recibida la comunicación de la providencia de 14 de mayo. se
manifiesta que la Cámara Alta no ejercerá su derecho a emitir opinión
fundada· sobre la cuestión objeto del requerimiento planteado por el
Gobierno.

di.ilJ _'M."" "J
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7. Por escrito registrado en este. Tribunal el 29 de mayo de 1992.
el Presídente del Congreso de los Diputados dio traslado del Acuerdo
de la Mesa de la Cánlara de 26 de mayo anterior, por el que se
comunica a este Tribunal que el Congreso de los DipUtados no se
personará en este procedirtlíento. ni expresará su opinión fundada sobre
la cuestión. remitiendo a la Dirección de Estudios y Documentación
de la Secretaria General

8. Por escrito registrado el 2 de junio de 1992. el Abogado del
Estado. en la representación que legalmente ostenta y en cumptimiento
de las instrucciones contenidas en el Acuerdo del Consejo de Ministros
de 22 de mayo de 1992, declara que el Gobierno de la Nación no
formulará opinión fun4ada en el trámite del arto 78.2 LOTC, remi~

tiéndase al texto del Acuerdo del Gobierno que dio lugar a la iniciación
del presente procedimiento:

II. Fundamentos jurídicos

l. Este requerimiento que el Gobierno plantea es el primero for·
mulada por el cauce que establece el arto 95.2 de la Constitución,
desarrollado•. a su vez, por el art. 78 de nuestra Ley Orgánica Por
ello y para mejor aclarar también los términos de la presente cuestión.
es preciso realizar. ahora alguna conSideración previa sobre el pro­
cedimientoregulado en aquellas normas y -sobre el ámbito de la cuestión
que ha sido sometida al examen de este Tribunal.

Mediante 'la vía prevista en su art. 95.2 la Norma fundamental
atribuye al Tribunal Constitucional la doble tarea de preservar la Cong..
tituci6n, y de garantizar. al tiempo. la seguridad y estabilidad de los
comprQmisos a contraer por España en el orden internacional. Como
intéi'prete supremo de la Constitución, el Tribunal es llamado a pro­
nunciarse sobre la posible contradicción entre ella y un tratado cuyo
texto, ya deftnitivamente fijado. no haya·recibido aún el consentimiento
del Estado (art. 78.1 de la LOTC). Si la duda de constitucionalidad
se llega a confrrmar:. el tratado no podrá ser objeto de ratifIcación
Sin la previa revisión constitucional {art. 95.1 de la norma fundamental).
De este modo, la Constitución ve garantizada. a través del procedimiento
previsto en su titulo X. su primacia. adquiriendo también el tratado.
en la parte del mismo que fue objeto de examen. una estabilidad jurtdica
plena. par el carácter 'Vinculante de la declaración del Tribunal (art. 78.2
de la LOTC). como corresponde al sentido de este examen preventivo.

Aunqucaquella supremacía qUede en todo caso asegurada por la
posibilidad de impugnar (arts. 27.2 c) 31 y 32.1 LOTC] o cuestionar
(art. 35 LOTC) la constitucionalidad de los tratados una vez que formen
parte del ordenamiento interno (art. 96.1 e.E.), es evidente la per­
turbación que, para la politica exterior y las relaciones internacionales
del Estado. implicarla la eventual declaración de inconstitucionalidad
de una norma pactada; El riesgo de una ~rturbaciónde este género
es lo que la· previsión constitucional intenta evitar. Esta doble fmaliciad
es, enconseeuencia., la que ha de tenerse en cuenta para interpretar,
tanto el art; 95 'C.E.. como el 78 LOTC a fin de precisar cual es
el objeto propio de nuestnl:. decisión, el alcance de ésta y la función
que en su adopción desempeñan est,e Tribunal y los órganos legitimados
para requerirlo y ser oídos en los requerimientos deducidos por otros.

En cuanto a este último extremo ha de comenzar por precisarse
que 10 quede nOSQtros puede solicitarse es una declaración. no un
CUctamen; una decisión. no una mera opinión fUndada en Derecho.
Este Tribunal no deja de serlo para transformarse ocasionalmente, por
obra del requerimiento, en cuerpo cónsultivo. Lo qUe el requerimiento
incorpora es, al igual que acontece en las' cuestiones de inconstitu­
cionalidad. la expósición de una duda razonable. pero lo que de nosotros
se solicita no es un razonamiento que la resuelva, sino una decisión
vinculante.

Por eUo. y aun cuando este procedimiento no haya de poseer nece­
sariamente naturaleza contenciosa. no por dicha circunstancia se ve
alterada la posición del Tribunal como intérprete supremo de la Cong..
titución. Al igual que encua1quier otro cauce, el Tribunal actúa aquí
como el órgano jurisdiCcional "que es y su declaración, por tanto. no "
puede sino basarse en argumentaciones jurídico-constitucionales. hayan
sido éstas sugeridas o no por el órgano solicitante o por los demás
que estan .legitimados. Su examen debe ceñirse, en coherencia con
ello. al contraste entre la Constitución, en cualquiera de sus enunciados,
y la estipulación o estipulaciones del tratado que hayan sido sometidas
a control previo. pues el arto 95.1 de aquélla ha reservado en exclusiva
al Gobierno y a una u otra de ambas Cámaras la facultad de formular
esta duda de constitucionalidad. cuyo planteamiento y elucidación ex
officio no le corresponde. por tanto, al Tribunal. el cual. al igual que
en los demáS procedimientos, carece de iniciativa. y está vinculado
al principio constitucional de congruencia. Ello sin peIjuicio de que
este Tribunal pueda solicitar nuevas informaciones y aclaraciones o
ampliaciones de conformidad con el arto 78.3 de la LOTe.

Pero. en cualquier caso, bien la resolución emanada de este Tribunal
conilrme la· constitl1cionalidad de la norma convencional objeto de
examen. y bien declare, por el contrario, su contradicción con nuestra
Ley fundamental, dicha resolución posee los efectos materiales de la

, cosa juzgada. Aunque la forma de dicha declaración no pueda merecer
la calificación legal de «Sentencia» (cfr. arto 86.2 LOTe), es una decisión
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jurisdiccional con carácter vinculante (art. 78.2. id.) y, en cuanto tal.
produce erga omnes (art. 164.1 in fine Cx.) todos Jos efectos de
la cosa juzgada.. tanto los negativos o exclUyentes. qUe.irnped:irian tras-­
ladar a este Tribunal la estipulación objeto de lare:sglución a través
de los procedimientos de declaración de inconstit:Ucionali'dad. cuanto
los positivos'o prejudiciales Que han de obligara.todoslos poQeies
p.úblicos a .respetar y ajustarse a nuestra declara,ción;en _.particular.
SI su contemdo fuera el de que una detennínada estipolación es contraria
a la Constitución. el efecto ejecutivo inmedíato -y .directo ha de ser
la reforma de la Constitución con carácter previo a la aprobación
del tratado.

2. A partir de lo expuesto es ya posible identificar. con precisión.
lo que ha de ser objeto de nuestro examen y declara~J6nen el presente
requerimiento. La duda de constitucionalidadPla.ptc:~dáporelGobierno
afecta al futuro art. 8 B. apartadb 1, del Tratad9;<:<msdtutiYo de la
Comunidad Económica Europea (al que se adJlírió;spaiia,pt"evia auto­
rízación por Ley Orgánica 1011985) ""Ufono" ~súoueva redaCCión
operada por el art. G del Tratado delaUniónE\lJ:'opea. El tex:to de
aquel precepto' tendría. según la reforma. en .ciernes, la siguiente
redacctón: . . .

«Todo ciudadano de la Unión >que resida en un Estado miembro
del que no sea nacional tendrá derecho a ser eleQtor y elegible ;en
las elecciones municipales del Estado miembro en el Qtle<resida. en
las mismas condiciones que los nacionales de dichPE.sUWQ.Es:te'derecho
se ejercerá sin petjuiciode las modalidades que etConsejo deberá
adoptar antes de13! de diciembre de 1994. 'por ~<lad:> a propuesta
de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europ:o; c,liCtuls moda­
lidades podrá establecer excepciones cuando as! lo justifiqUf;n Problemas
especificos de un Estado miembro.~ .

Como en los antecedentes queda dicho. el escrito de la Abogacía
del Estado con el que se ha presentado este requeriJniento plantea
la consulta sobre "la constitucionalidad de talptecepto porteferencia
a lo prevenido en el art. 13.2 de la Constitución~ ,contraste éste que
es. en efecto. solicitado -y, desarrollado, inclu~ en el propio requc-­
rimiento formlflado mediante Acuerdo adoptado en:COilse:jodc Minis­
troS. Tanto en aquel escrito de presentación. como.en elpropiQ texto
del.fe<lU.i!imiento la consul~se cifra. a mooQ de<;;,oncJusioIl~S. mediante
el enuncl8Ildo de tres cuestiones' (apar:tado 4 deJosaJl.~entes) cuyo
orden y redacción requieren ahora. sin embargo.realiZar.;Uguna pre­
cisión de carácter sistemático.

Pretende el órgano requirente que. en primer bJgar~' tlos. pronun­
ciemos sobre la constitucionalidad del recurso aIaVia' delart.93
de la Constitución en orden a detennii1ar su adecu.llci(m y suficienCia
a los efectos de la aprobación del Tratado deMaastricht.pa.ra pasar
a examinar, «en su caSO•• y en segundo Jugar~ lae:xistencía o 'no de
contradicción entre el futuro arto 8 B. 81'.1. T.CCJ~:E.yelart 13.2
de la Constitución. asi como la legitimidad delaintet¡)retaci6n del
arto 11 de la Constitución que el Gobierno en su escntode requerimlento
plantea y en cuya Virtud. de .ser aceptada' esta irite'rpretaclón pOr· el
Tribunal tampoco seria necesaria la refottrta.constitu(:ionaL

La anterior exposición de peticiones. sucesivas 'Y .subsidiarias. no
puede ser acogida. De confonnidad con lo dil1opueStoenel arto 95.1
de la C.E.• mandato que. por su generalidad. es de aplicación a todo
tipo de tratados. incluidos los suscritos al ámparo delllIt.93• .:la cele­
bración de un tratado internacional que contertgaestipulaciones con­
trarias a la Constitución exigirá la previa revisión' C0tlstitúcionab.De
los términos en que se pronuncia dicho mandato' c0tlstitucional queda
suficientemente claro que la primera cuestióo> d~,cisiva y nUclear~ a
tratar en esta declaración es la de detenninar .si .entre el precepto
objeto de nuestro examen y el arto 13.2 u otros;'pteceptos de la Cons­
titución existe o no aquella contradicción, pues; tanto sólo en el supuesto
de que así fuera, tendria sentido indagar si pOr lavia delart.93 o
de la interpretación del arto 11 puede el Estado prestarsu'consentimiento
al Tratado de Maastricht sin acudir a lOS procediritient()S' de revisión
constitucional.

Asi. pues. e invirtiendo el orden"de exposición de las cuestiones
efectuado por el Gobierno. hemos de analizar. en primer lugar. la
eventual contradicción del futuro art.S B. 1, de! T;C.C.E.E. ,con la
Constitución y no tan sólo con el art. 13.2 de la misma (unico precepto
individualizado en el petitum del escrito del Gobierno);· pues es; como
se ha dicho. la Constitución in toto. y no sólo algunos de sus preceptos,
la que ha de erigirse en punto de ·referenciapor· este Tribunal.

3. Tres son las nonnas constitucionales que,.pudieran' incidir en
la extensión del derecho de sufragio paSivo a· loS ,flonacionales en
las elecciones municipales: El arto 13.2 que limita.O-jcho derecho de
participaciónpolitica a los españoles. el art' 23 qué reconoce el ejercicio
de dicho derecho a los «ciudadanos,. y el arto 1.2. en cuya vitud da
soberanía nacional reside en el pueblo español».

A) Mediante el arto 8 B, apartado 1, que se incluirá en el Tratado
Constitutivo de la Comunidad Económica Europea,. se reconocerá a
«todo ciudadano de la Unión" el derecho a ser elector y elegible en
las elecciones mwúcipales del Estado miembro del que no sea nacional.
y en el que, resida., «en las mismas condiciones -a,ñade el precepto-
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que los "nacionales de dicho Estado». Dicha previsión. junto a todas
las demás contenidas en los distintos apartados del propio arto 8, viene
a confIgurar una naciente ciudadanía europea que. sin abolir las distintas
tulCÍonatidades ete los ciudadanos de los Estados signatarios del T.U.E.
(tal como lo collfinna la «~laración relativa a la nacionalidad de
un Estado tniembro~.incluida en el «Aeta rUlal» de dicho Tratado).
supone una parcial superación del tradicional' binomio nacionallex­
tra.Aiero pOr viade-la creación de aquel tercer status común.

Es del- todo claro, sin embargo. que esta limitada extensión del
derecho de sufragio, .activo y. pasivo, a quienes sin ser nacionales espa·
ñQles son ciudadanos de la Unión· encuentra un acomodo sólo parcial
en las prevísiones.del art. 13 de nuestra Constitución, cuyo aparta~
do 2 afmna que únicamente los' españoles ostentan la titularidad de
los derechos reconocidos en el arto 23 de'la misma norma fundamental
«salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad. pueda establecerse
por tratado o Ley panlelderecho de sufragioaetivo en las elecciones
municipales." limitación constitucional que ya ha sido puesta de relieve
p()r ~te TribUnal ertsu src 112/1991. en la que literalmente se afrnnó
que .ese posible· ejercicio del dew;:ho se limita al sufragio activo, no
alJ:ierechode:.sufragio pasiVo... Por lo tanto..sin peIjuicio de la citada
salvedad éQntenida en el aIt. 13.2 en orden al sufragio activo en las
elecciones municipales:, y en virtud de estas reglas constitucionales no
cabe, pues. ni ppr,tratado ni por Ley. atribuir el derecho de sufragio
pasivo a los' no D.q.cionales en: cualquiera de los procedimientos elec­
torale$~Ia int~graci6n.de órganos de los poderes públicos españoles.

La parciaJcontradicción' asi apreciable entre el repetido arto 13.2
de la Constitución y el·texto sometido a .nuestro examen habría de
nevar, por consiguiente. a la conclusión de que dicho precepto contiene.
en el'e~tno dicho•. una estipulación que. por contraria a la Cons­
tiwción,no podria ser objeto de ratificación sin la previa revisión de
la nonna fundaril-ental. según dispone su art; 95.1.

B) El segundo de los preceptos enunciad06 en el que podria quizá
apreciarse una colisión con el futuro arto 8 B. 1, del T.C.C.E.E. es
el art. 23 y más concretamertte su apartado segundo que. en forma
de elipsis. confiere a los «;ciudadanos* el derecho de acceder a los
cargos públicoS,. en condiciones de igualdad, con los requisitos que
señalen las .Ieyes. . _

La. redaéción del precepto' evidencia.. sin embargo, en virtud de
s.u remisión a la Ley, que' la Constitución no consagra aqui un derecho
a ocupar cargos y funciones públicas. sino simplemente la prohibición
de que el legislador pueda regular el acceso a tales cargos y funciones
enténninos· .. discritnínatorioSc.. pues. como .repetidamente . hemos afrr­
m,ado. el. precepto ·en· CUestiÓR es una concreción del principio general
d,e íguaJdad.

En cuanto que la interdicción de la discriminación se refiere. según
la letra del articulo. sólo a los ciudadanos, es obvio que del mismo
no se deriva·prohi,bición alguna,.ni de que el derecho otorgado a éstos
pOr las leyes se e:dienda también, a quienes no lo. son. ni que al prever
el. modo de .'. acceSO a cargQS o funciones. públicas determinadas se
establezcan condiciones distintas para los ciudadanos y los que no
lo son.

En relación con el sufragio pasivo. el arto 23.2 no contiene. por
tanto. ninguna nonna que excluya a los extranjeros del acceso a cargos
y funciones públicas. En efecto. no es el m.23 el precepto que en
nuestra Constitución establece los limites subjetivos determinantes de
la extensión: de la titularidad de los derechos fundamentales a los no
nacionales. En nuestra Constitución dicha norma. atinente a este requi­
sito de la capacidad. no es el art. 23. sino el art.13. en cuyo primer
párrafo se ,procede a extender a los extranjeros el ejercicio de todas
las libertades publicas reconocidas en el titulo 1 de la c.E. en .los
términos que establezcan los tratadO$ y la Ley_ Esta extensión se ve
exceptuada por la Cláusula del art., 13.2 que excluye de ella determinados
derechos reconocidos en el art.. 23. restringidos. en consecuencia,úni­
camente a losespañQles.. Pero ,esa exclusión. no deriva. por tanto. de
las'previsiones del 3rt 23. que pOr si mismo no prohíbe que los derechos
alli reconocidos puedan extenderse. por Ley o tratado. a los ciudadanos
de la Unión Europea. No cabe. por tanto. estimar que la previsión
del futuro arto g B. 1, del T.e.E. contradiga el arto 23 c.E.. haciendo
necesario recurrir al procedimiento del arto 16-8 C.E.

e) Tampoco la proclamación inscrita en el arto 1.2 de la Cons­
titución queda contradicha, ni afectada siquiera. por el reconocimiento
del sufragio pasivo, en las elecciones municipales, a un detenninado
circulo o categoria de yxtranjeros. Sin entrar en otras consideraciones.
ahora ··ociosas, sea' suficiente advertir. para fundamentar lo dicho. que
la atribución a quienes no son nacionales del derecho de sufragio en
elecciones a órganos representativos sólo podría ser controvertida. a
la luz de aquel enun<;iado constitucional. si tales órganos fueran de
aquellos que ostentan potestades atribuidas directamente por la Cons­
titución y los Estatutos de Autonomía y ligadas a la titularidad por
el pueblo español de la soberanía. No tendría sentido alguno. como
es obvio. formular ahora. juicios hipótéticos. de modo que basta con
advertir que ese no es el caso de los municipios. para descartar toda
duda sobre la constitucionalidad, en cuanto a este' extremo, de lo pre·
venjdoen la estipulación aquiexaminada. __

Con lo dicho y constatada la existencia de- una antinomia entre
el futuro arto 8 B. 1, del T.C.C.E.R y el arto 13.2 C.E.• de confonnidad
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con lo preceptuado en su arto 95.1, PQdrta fmalizar aquí nuestra decla­
ración. La alegación. sin embargo. por parte del Gobiemo de otras
interpretaciones. en su opinión superadoras de la advertida.. ha de obli·
gamos a efectuar una adecuada respuesta a las mismas.

4. En los Antecedentes se ha expuesto la primera de las argo'"
rnentaeiones que el Gobierno' adelanta a fm de propiCiar. sin reforma
de la Constitución. una posible integración de la colisión existente
entre su artículo 13.2 y el artículo 8 B. apartado 1. del Tratado de
la Comunidad Económica Europea, en la"versión queaImismo habria
de dar el Tratado de la Unión Europea. Sin reproducir aquí, por tanto,
dicha argumentación. lo que ahora hemos -de considerar es si. en vírtud
de lo dispuesto en el arto 93 de la ConstituCión. es posible pf()Ceder
a la ratificación de aquel precepto del Tratadqde, la Unión Europea
sin la prevía reVisión -de la Nonnafundament41 o, _en o~Palabras.
si la disposición constitucional citada despeja o ellininJi laincompa·
tibilíc4ld que en este punto es de apreciar entre el Tratado y la Nonna
fundamental. .

En lo que aquí 'más 'importa, el arto 93 de la Norniafundamental
dispone que «mediante Ley Orgánica se podráalltorlzar la:celebmeión
de tratados por los que se atribuya a una {)J'~~.óno institución
internacional el ejercicio de competencia~-derivl:ldas(;Iela Constitución».
previsión que. según es harto conoci<la.ha »el1llÍqqo la integración
de Espafta en las Comunidades Europeas (lA:yes Q:rpnicas.1ú1l985
y 4/1986). No es leve. desde luegQ.,hl,COtnptejidactqueentraña 'este
precepto .:orgánjco-procedirnentah (STC 28/199,1., fimdarrlento jllridi·
co 4.°). que aqUí ha de ser considerado. ~ine:m\)á.rgo" tan sólo en
conexión con lo dispuesto en elart 95.1 de la Ct.)nstihíción y a fID
de determinar. por consiguiente. si la Ley Qrg3nicaa la qUe' aquél
remite es instrumento idóneo para excepc:ionar.,(:omo lo,haria el texto
sometido a examen. el limite que el arto 13~2dispone 'en orden a
la extensión a los extranjeros por tratado o por Ley. del derecho de
sufragio.

I4t respuesta a tal cuestión no puede ser sino negativa.
El arto 93 permite atribuciones o cesiones para «el ejercicio de

competencias derivadas de la Constitución» y SU actualización com­
portará -ha comportado ya- unadetenninada li:n\itación o constricción.
a ciertos efectos. de atribuciones ycompetencia:$delos poderes públicos
españoles (limitación de «derechos sOberartOS», :1'l1,ex¡Jresiófi. del Tri­
bunal de Justicia de las Comunidades, casoC()sta1J3het. Sentencia de
15 de julio de 1964). Para que esaliInitadón s(:' opere es indispensable.
sin embargo. que exiSta efectivamente una cesióil del ejercicio de com·
petencias (no de su titularidad) a organizacioneS o instituCiones inter­
nacionales. 'lo que no ocurre con la estipül¡¡elón Objeto de nuestra
resolución. pues en ella no se cede o ttansfiere cornpetencias. si40
que, simplemente, se extiende a QUiene$ nQson nacionales unos derechos
que, segUn el art. 13.2 no podria atribuitseles.

Se pone ya de relieve, con esta última a,dve,::te,ncUi. que el contenido
de ~a estipulación examinada no se corresp<mde con el supuesto previsto
en el art. 93 de la Constitución; ello sin, perJuicio de que la via cons­
titucional citada sea la que proceda emplear.at~ndidosotroscontenidos
del T.U.E.• para autorizar la prestación del consen~entodel Estado
en dicho Tratado, una vez refonnadala C.E; por lo que al arto 13.2
se refiere. Basta con constatar, en lo que ahora: imPOrta, que el texto
objeto de esta consulta no entraña una cesiótl, cOQ'1pétencial, sino, un
compromisO directo para el Reino dé España en orden. a acomodar
el propio ordenamiento electoral a una atribución de d~echossubjetivos.
operada por el Tratado. atribución que :resulta inconciliable con el
dictado del art. 13.2 de la Nonna fundamental.

Por 10 demás, tampoco el a:rL 93 de la C{jostituci6n se prestarla
a ser empleado corno instrumento para contraJiflr O rectificar mandatos
o prohibiciones contenidos en la Norma furt~ental.pues. ni talpre­
cepto es cauce legitimo para la <t:refonna Í{J)plicita o tácita» consti·
tucional, ni podria ser llamada atribución del eJ~tdtiode competencias,
en coherencia con ello. una tal contraeUcción" a travéS del tratado,
de los imperativos constitucionales.

Que lo primero es como queda dicho no requiere ahora argumen·
tación muy prolija. pues eI. tenor literal y el sentido mismo del art. 95.1.
aplicable a todo tipo de tratados. excluyen con: oejari4ad el'que mediante
eua1quiera de enos puedan llegar a ser contrlidjchas o excepcionadas
las reglas constitucionales que limitan. justanlente, el ejercicio de todas
las competencias que la Constitución confiere, 'algunas de las cuales
pueden ser cedidas quoad exercitium, en virtud de lo dispuesto en
su arto 93. Los poderes públicos españoles no están menos sujetos
a la· Constitución cuando actúan en las re13t:i()nes internacionales o
supranactonales que al ejercer ad intra sus, atribqciones. y no otra
cosa ha querido preservar el art. 95. precepto ,cUYa funCión de garantia
no debe resultar contrariada o dísrt:tinuJda por lo prev~nidoen el arto 93
de la misma Norma fundamental, Se ha de procutar~ más bien, una
interpretación que concilie ambas previsiones c'onstitticionales; lo que
supone aftrnlar, de una parte.· que loS enunciados de la COnstitución
no pueden ser contradichos sino mediante ,Su, reforma expresa (por
los cauces del titulo X) y recoilocer tambie:n, de la otra. que cabe
autorizal:..-mediante Ley Orgánica" la ratificación de tratados que. segUn
quedó dicho. transfieran o atribuyan a organiz,aciones internacionales
al ejercicio de competencias ex Constilutione, modulándose así, por

lo tanto, el ámbito de apücación. no el enunciado. de las reglas que
las han instituido y ordenado, Este es, sin duda. un efecto previsto
por la Constitución y. en cuanto tal. legitimo. pero ninguna relación
guarda con el que depararía la colisión textuaJ y directa entre la propia
Nonna fundamental y una o varias de las estipulaciones de un tratado.
Tal hipótesis -la del tratado contra Constitutionem ha sido. en dermitiva.
excluida por el 'arto 95.

En virtud del art, 93 las Cortes Generales pueden, en suma, ceder
o atribuir el ejercicio de «competencias derivadas de la Constitucióm.
no disponer de la Constitución misma. contrariando o permitiendo
contrariar, sus determinaciones. pues. ni el poder de revisión cons­
titucional es una «competencia» cuyo ejercicio fuera susceptible de
cesión. ni la propia C'Onstitución admite ser refonnada por otro cauce
que no sea el de-su tttuto X, esto es. a través de los procedimientos
y con las garantías am establecidas y mediante la modificación expresa
de su, propio texto. Esta es la conclusión que impone el dictado del
arto 95.1, sin que sea ocioso recordar que la operación consistente
en excepcionar enunciados constitucionales a través de un tratado.
quebrando asila generalidad de las disposiciones de la Constitución,
llegó a ser planteada, y no fue acogida. en el proceso constituyente
(art. S5.3 del Anteproyecto de Constitución Y. con otro alcance. enmien·
da núm., 343 de lás presentadas en el Senado al Proyecto de
Constitución).
~ con lo anterior para descartar. por lo tanto. que la contradicción

existente entre los arts. 13.2 de la Constitución y 8 a apartado 1.
del Tratado de la Comunidad Económica Europea. en trance de refonna.
pueda ser reducida por el mero expediente de autorizar la celebración
del Tratado de la Unión Europea según lo dispuesto en el art. 93.
Es patente que aquella estipulación en cuanto directamente atribuye
el derecho al sufragio no cede competencias de tipo alguno. sino que
otorga derechos subjetivos y para hacerlo. visto su enunciado y el
del 3l't. Il.2 de la Constitución. será en todo caso precisa la previa
revisión de la ConstitueÍón.

,
5. La antinornia entre, el precepto sometido a examen de cons­

titucionalidad y el arto 13.2 de la Norma' fundamental no es, pues,
reducible a través de 10 previsto en el art. 93 de la Constitución. Otro
tanto hay que decir. por lo demáS. ante la suserencia que en el Reque­
rimiento se hace en ordena superar o relativizar, de nuevo. elllmite
de aquel precepto y la oonsiguienteexigencia de reforma de la Cons­
titución. a, través de la hipotética equiparación legislativa de los ciu­
dadanos de la Unión ,Europea, «a efeetos~ del derecho de sufragio
municipal, córno nacionales españoles.

Siendo cierto que la Constitución no defme quienes son españoles
(tarea que defiere al legislador en su arto 11.1 >, y resultando, asimismo.
indiscutible que no existe un régimen, jurídico uniforme para todos
los nacionales, y que puede ser diverso también el de unos y otros
extranjeros. es patente. sin embargo. Que la Constitución. en su arto 13.
ha introducido reglas imperativas e insoslayables para todos Jos poderes
públicos españoles (art. 9.1 de la Norma fundamental), en orden al
reconocimiento de derechos constitucionales en favor de lás no nacio­
nales. Se cuenta entre tales reglas. segUn venirnos recordando. la que
reserva a los españoles la titularidad y, el ejercicio de muy concretos
derechos fundamentales. derechos -como el de sufragio pasivo que
aquiímpo~que no pueden ser atribuidos. ni por Ley, ni por tratado,
a quienes no tengan ·aquella condición; esto es, que sólo pueden ser
conferidos a los extranjef'()S a través de la reforma de la Constitución.
Pues bien, este linlite constitucional desaparecería -y con él la propia
fuerza de obligar de la Constitución- si tomara forma jurídica y fuera
aceptada la interpretación que el Gobierno ha expuesto, según la cual
pudiera el legislador acuñar o troquelar nacion3Üdades ad hoc con
la única y exclusiva fInalidad de eludir la vigencia de la limitación
contenida en el art. 13.2 c.E. El legis~ador de la nacionalidad debe,
como es obVio. deftnir Quienes son españoles. es decir, quienes tienen.
potencialInente. capacidad para ser titulares de cualesquiera situaciones
jurídicas en el ordenamiento y sobre ello no le da la Constitución
pauta material alguna. Pero no puede. sin incurrir en inconstitucio­
nalidad, fragmentar, parcelar o manipular esa condición. reconociéndola
solamente a detenninados efectos con el único objeto de conceder
a quienes no' son nacionales un detecho fundamental. que. como es
el caso del sufragio pasivo, les está expresamente vedado por el art. 13.2
de la Constitución.

Lo anterior no podría" claro está. ser desvirtuado por la alusión
Que en el Requerimiento se hace al expediente de las ficciones legales.
Una ficción legal no es otra cosa que una construcción juridica que
tiene por objeto. contrariando la reaJídad. introducir en el ámbito de
aplicación de una nbnna anterior un supuesto de hecho que. de otra
forma. estaría excluido del mismo. siendo una de sus notas defInitorias
esenciales el no ser mediO idóneo para operar sobre lo jurídicamente
imposible. como lo es el refonnar la Constitución al margen de los
procedimientos expresamente previs.tos con tal objeto en los arts. 167
y 168 de la propia Constitución. procedimientos que el legislador.
sometido como está al principio de supremacía de la Norma funda­
mental. no puede en modo alguno soslayar, ni directamente, ni mediante
la tecnicaindirecta" excepcional y subsidiaria de lafie/io jurts.
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6. La conclusión que se impone es, pues, la de que existe
una contradicción. irreduetíb,le por 'VÍa de interpretación, entre el
art. 8 B. apartado 1. del Tratado de la CQmurtida4 Eco~ómica Europea.
según quedada el mismo redactado pareJ Tratado de: la Unión Europea.
de una parte. y el art. 13.2 de nuestra Constitución. d~ ~:tra; contradicción
que afecta a la parte de aquel precepto que recoIiOCeda el derecho
de sufragio mtSivo en las elecciones municipal~ autl conjunto gt:fiético
de personas (los nacionales de otros paíSes mietnb~ de la Comunidad)
que no tienen la condición de espafiolcs.La úni~ víae~stente en
Derecho para superar tal antinomia. y para ratificar o fumar aquel
tratado, es. asl, la que ha previsto la Constitución en su arto 95.1:
La previa revisión de la Norma fundamental CIlla,Parte de la misma
que impone hoy la conclusión de esta declaración. Picha reformacon~

titueional habrá de remover el obstáculO contenido ,ene! arto 1~.2.

que impide extender a los no nacionales el derecho de sufragio pasivo
en las elecciones municipales.

De todo lo anteriormente expuesto se infiere la CQnctusi6n de que.
al no contrariar el precepto examinado otra notma de la Constitución
distinta al 3rt. 13.2 de la misma, el procedúnientQ para la. revisión
constitucional. que prevé el art. 95.1. ~ desereJ9c,eat1lcter general
u ordinario contemplado en el art. 167 de nuest:raLe)t ñuidamentat
Con esta última declaración damos respuesta ala: úItiií1a de las cuestiones­
suscitadas por el Gobierno.
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En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional POR LA AUTO.
RIOAD QUE LE coNAERE LA CoNS11TUCIÓN DE LA NACIÓN ESPANOLA

l." Que la estipulación contenida en el' futÚro arto 8 B. aparta­
do 1. del Tratado Constitutivo de la Comunidad Económica Europea.
tal y como quedará redactado por el Tratado de la Unión Europea.
es contraria al art. 13.2 de la Constitución en lo relativo a la atribución
del derecho de sufragio pasivo en elecciones municipales a los ciu~

. dadanos de la Unión EuroPea que nó sean nacionales españoles.
2.° Que el procedimiento de reforma constitucional. que debe

seguirse para obtener la adecuación de dicha norma convencional a
la ConstituCión, es el ~blecido en.su art. 167.

Publiquese esta Declaración en el «Boletín Oficial del Estado».·

Dada en Madrid. a uno· de julio de mil novecientos noventa y
dos.-Finnado.-Francisco Tomás y Va1iente.~Francisco Rubio Lloren­
te.-'Femando Garcia-Man Y.Ckmzález-Regl1eral.--Carlos de la Vega
Benayas.-Eugenio .Diaz .Eimil.-Miguel .. Rodrlguez-Piñero y Bra­
vo--Ferrer.~Jesús Leguina Vtlla.-Luis Lópe;¡: Guerra-José Luis de los
Mozos y de lbs Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gimeno
Sendra.-José Gabald6n L6pO,,--Rubricado.

SENTENCIA

I. Antecedentes

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Rubio Uorente. Presidente en funciones. don Eugenio Diaz
EímiL don Miguel R04riguez-Piñero y Brav().fe~.t; . don José Luis
de los Mozos y de los Mozos. don. AlvárO. Rodtiguc:t Bereijo y don
José Gabaldón Ló~Magistrados.ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

(mil setenta y nueve dias).Durante dicho tiempo solicitó su libertad.
según· afirma. en numerosas· ocasiones. La causa se tramitó por el
procedimiento especial de urgencia.

c) _ La Sección Primera'de la Sala ,de lo Penal de la Audiencia
Nacional dict6 Sentencia de, 18 de noviembre de 1982. que condenó
al procesado por dos delitos de evasión de presos en grado de tentativa
y pór sendos delitos' de daiios. absolviéndole, de los delitos de. hurto
y de tenencia ilitica de explosivos.

En todos los casos la pena ,fue de multa con arresto sustitutorio,
que sumaba' un total de doscientos sesenta dia;s. por lo que la diferencia
entre la pena ef«tivamente cumplida' com'O prisión preventiva (mil
ochenta y eua.tro dias) yla sustittltoria impuesta fue de ochocientos
veinticuatro días, Señala el actor en su recurso que además, por Auto
de 15 de junio de 1983. se acorclóla suspénsi6ncondicional de todas
las conden3$' que, le habían, sido impUestas. as1 como que por Auto
de, ID de febrero, de ,,1986; se, declararon ú;)talrtlente extinguidas las
penas por,temisión condicional. Quiere eUo decir. afirma que ni siquiera
hubiera tenido que cumplir un sólo dia en prisión. cuando realmente
éUmplió. como consecuencia de la prisión preventiva, mil ochenta y
euatro días.

d) Como consecuencia, de dicha situación. una vez promulgada
la Ley Orgánica del Poder Judicial (LO.PJ.). el actor presentó recia­
mación adnrinistrativa previa;. por responsabilidad patrimonial del Esta­
do, ante el Ministerio' de Justicia solicitando una indemnización de
15 millones de pesetas. Dicharedamación se fundamentaba, en prin­
cipio. como un supuesto de error judicial,. si bien se citaban en apoyo
de la solicitud los arts. 294. t 2 Y 3 y 29 3.2 de la citada L.O.PJ ..
y los «demás cuerpos legales que regulan la responsabilidad patrimonial
del 'E$tado~. En el mismo escrito se hacia expresa mención de la «dilatada
instrucción de la caUS3It. -
, e) Por Resolución de 12 de marzo de 1986. el Ministerio, de
Justicia. previo dictamen del Consejo de Estado. acordó desestimar
la solicitud de inadrnísión. por no hallarse el solicitante en los supuestos
del árt. 294.1 de la L.O.PJ.• ·únicosupuesto que daría derecho, según
tal 'Resolución•. a la indemnización a cargo del Estado prevista en el
arto 292 de la propiaL.O,PJ.

, Fonnulado recUrso de reposición. fue desestimado por Resolución
<d. r.cha ilc:giblé y salida 1S de abril de 1987<.

O Interpuesto recursocontencioso-administrativo. la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo dietó Sentencia de 30 de junio de 1989 deses·
timando el recurso por no. existir supuesto de error judicial. sin entrar
en el fondo de' la aJegación respecto al anormal funcionamiento de
la Justicia y Jasclilaciones indebidas, por ser una cuestión nueva sin
previo enjuiciamiento adrrtinistrativo.

2. Considera. el actor -que el presente recurso es de naturaleza
mixta. pues· va dirigido tanto contra las Resoluciones administrativas
denegatorias de la indemnización como frente a fa Sentencia del Tribunal
Supremo que lascQnfxrmó. por lo que se invoca tanto el art. 14.1
e.E. como elan. 24.1 C.E.

a) Entiende el actor que la Sentencia impugnada vulnera los
arts. 14 y 24. I C.E. en relación con la interpretación y aplicación
de los preceptos de la L.O.PJ, referentes al errorjudicial. .

En efecto, indica el actor que. incluso con la concepción restrictiva
del arto .294.1 LO.PJ. efectuac:ia por la. Sala. que requiere para su
aplicación la inexistencia del hecho. tal es el· supuesto' en relación
con los delitos de hurto y de tenencia ilícita de explosivos (tercer
hecho y primera considerando de la Sentencia condenatoria). Por ello.

Sala Segunda. Sentencia 9811992. de- 11 de ¡wJiv. Re­
curso de amparo 1,660/1989: lm1tr(l Rrsnluciones dr/
Ministerio de Justicia. as/como contra' Sentencia de la
Sala Tercera del Tribunal Supremo. denegatorias de soli­
citud de indemnización par supuesta re.~pof1Sabilidadpatri­
monial de la Administración. Vulneratióndel derecho a
la tu/ela judicial efectiva.· inmotivada denegación de la
Resolución de fondo solicitada respecto a iIldemnización
porfuncionamiento anormal de/a Jwtic14.

17449

En. el recurso de amparo nÚID. 1.660/1989. promovidO por don
Francisco Cueto López, representado por el .Procurador de los Tri­
bunales don José Luis Bameto Amáiz. asistido deLe't:r:ado contra las
resoluciones del Ministerio de Justicia de J2· de marzo .de 19:86 Y
13 de abril de 1987, Y contra la Sentencia de laS~ Tercera del
Tribunal Supremo, de 30 de junio de 1989,. denegatorias de· solicitUd
de indemnización por supuesta responsabilidad P'atr:irnonial de la Admi­
nistración. Ha comparecido el Abogado del·Estad9· y .el .Ministerio
Fiscal. Ha sido ponente el Magistrado don EugeníO Diaz Eimil quien
expresa el parecer de la Sala.

l. .El 2 de agosto de 1989 se presentó en este Tribunal un escrito..
de don Francisco Cueto López, quien. en su propiortombre. interpone
recurso de amparo contra las Resoluciones. del Min'isterio de Jp:sticia
de 12 de marzd de 1986 y 13 de abril de 1987YC9ntra la Sentencia
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo,de30gejUnio de 19'~9,

denegatorias de solicitud de indemnización por supUe$Ul responsabilidad
patrimonial de la Administración. Se solicita el nombramiento de Pro­
curador del tumo de oficio.

Tras los trámites pertinentes. la SecciónTercera deLTribunaf Cons­
titucional tuvo por designados al Procurador del tumo de ofido don
José Luis BarnetoArnáiz y al Abogado designadopót' la parte don
José Luis Galán Martín. quienes, en el plazo designado al efecto. for­
malizaron la demanda de amparo. La demandase funda en los siguientes
antecedentes:

a) El actor fue detenido en Valencia el 9 de enero de 1979, acusado
de un delito de evasión de presos en grado de tentatiVá.· permaneciendo
cinco días en situación de prisión preventiva. El 6. de diciembre del
mismo año fue detenido en Córdoba acusado del mismo delito. ademas
de los de estragos. hurto y tenencia ilícita de explosivos.

b). Por estos hechos se instruyó el sumario 60/80 por el Juzgado
Central de Instrucción núm. l. permaneciendo elrecttrrente en prisión
preventiva hasta la vista deJ juicio oral. el 18 de noViembre de 1982


